Carátula 
(Ingresa a Sala la delegación de AEBU y de funcionarios del Banco de Seguros del Estado) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social da la bienvenida a los representantes de AEBU y a 
los funcionarios del Banco de Seguros del Estado, que nos solicitaron una audiencia con cierta urgencia, a efectos de formular un 
planteamiento. 


Debemos aclarar que tal vez alguno de los integrantes de la Comisión deba retirarse pues, como es notorio, esta audiencia no 
estaba prevista. 


SEÑOR PIO.- Como consejero de Banca Oficial de AEBU, quiero adelantar que me acompañan Rafael Fernández, Teresita Larrea, 
Daniel Apotheloz, Raquel Guarnieri y Ronald Russomano. Debo aclarar que los señores Russomano y Fernández también son 
consejeros de Banca Oficial de AEBU, y todos son integrantes de la Comisión Administrativa del Banco de Seguros del Estado que, 
obviamente, forma parte de AEBU. 


Queremos agradecer a esta Comisión la deferencia y la urgencia con que nos ha recibido. Sabemos que los señores Senadores 
tenían un par de entrevistas previas y somos conscientes de lo que ello significa en términos de tiempo. Por lo tanto, en nombre de 
la Asociación de Empleados Bancarios del Uruguay, y en particular de los trabajadores del Banco de Seguros del Estado, 
reiteramos el agradecimiento por recibirnos. 


Hoy tenemos dos temas de mucha importancia para plantear y, naturalmente, aspiramos a que la Comisión los conozca lo antes 
posible, para lo cual cederemos la palabra al compañero Apotheloz. Concretamente, nos vamos a referir a determinada resolución 
adoptada por el Directorio del Banco de Seguros del Estado en las últimas semanas, que para nosotros es de suma gravedad. 
Aspiramos a que esta situación, que hemos puesto de manifiesto ante la opinión pública, las Juntas Departamentales y otros 
ámbitos que hemos visitado, tanto en Montevideo como en el interior, también sea conocida por los señores Senadores. 


Vamos a referirnos, además, a la proyectada necesidad del Directorio del Banco de Seguros del Estado y del Ministerio de 
Economía y Finanzas de modificar la actual Ley de Accidentes de Trabajo. Sabemos que existe un proyecto en el que está 
trabajando el Directorio, que cuenta con el aval del Ministerio de Economía y Finanzas, mediante el cual se busca modificar los 
seguros de accidentes de trabajo en el país. 


SEÑOR APOTHELOZ.- Como funcionario del Banco de Seguros del Estado y miembro de AEBU -no de su Mesa, pero sí afiliado- 
me he permitido presentarme como asesor, a los efectos de plantear un tema muy grave. 


Todos somos funcionarios públicos y creemos en la función pública, la que debe estar signada por la cristalinidad y la 
transparencia. Creemos, entonces, en los funcionarios del Banco de Seguros, y más allá de los destinos que se le quiera dar a la 
institución, pensamos que cuando la función pública se cumple, hasta sus últimas consecuencias, debe ser en un ambiente de 
honestidad y observancia de la Constitución, de las leyes especiales de creación de las instituciones y de los Estatutos del 
Funcionario. Tal como dice la Constitución de la República, nosotros nos debemos a la función y a ella debemos aportar todos 
nuestros talentos y virtudes. 


En función de ello, con relación a lo que ha pasado en los últimos tiempos en la División Legal -de la que soy uno de sus jerarcas, 
pues soy Jefe del Departamento Contencioso- puedo decir que en todos estos años, desde que asumimos el cargo en 1998, 
hemos llevado adelante una política de contención del costo siniestral, que es lo que corresponde en materia de seguros. Nuestra 
función es tratar que el costo siniestral sea el menor posible, a efectos de que no influya en las primas de los seguros. Esa es 
nuestra función primordial. En otras palabras, cuando tenemos que defender a un asegurado porque es responsable de un evento y 
tenemos que pagarle al damnificado, lo hacemos como debemos, pero siempre dentro de criterios o parámetros racionales. Para 
ello, tal como lo hace cualquier abogado, nos basamos en doctrina y en jurisprudencia, de donde tomamos la media jurisprudencial, 
a partir de la cual intentamos transar con la otra parte. De esta manera, buscamos lograr avenencias recíprocas que sean 
beneficiosas tanto para la víctima del daño como para el Banco de Seguros que, en definitiva, se trata del Estado y del dinero de 
todos. 


Cuando en el Banco de Seguros asumimos la cartera del Departamento Contencioso, ya teníamos referencias de que en una 
administración anterior no había habido un buen manejo de los dineros públicos. Tan es así que los propios abogados del 
Departamento Contencioso habían manifestado al entonces Director de la División Legal la preocupación de que veían que en las 
reclamaciones administrativas -no en los juicios- en el Departamento Automóviles, se estaban pagando cifras que no eran 
compatibles con los criterios doctrinales y jurisprudenciales. Hablando claro: se pagaba más de lo debido, o sea, más que si se 
hubiera llegado a un acuerdo. 


En función de ello, cuando pasamos a ocupar la jefatura del Departamento Contencioso, junto con el Director de la División Legal - 
cabe aclarar que esta División está estructurada con un Director de División y cuatro de Departamentos, de uno de los cuales soy 
el jefe- establecimos una serie de políticas tendientes a racionalizar ese problema que se nos había planteado. De ese modo, en un 
período de seis meses rebajamos el costo siniestral a la mitad. No somos genios de las finanzas; lo que hicimos fue establecer que 
las transacciones debían pagarse de acuerdo con los criterios doctrinales y jurisprudenciales. Para ello, armamos una Comisión en 
la que, con la armonización de los asesores de los Departamentos Automóviles y Contencioso, expertos en juicios y en pagos por 
transacciones o sentencias, establecimos un plan para racionalizar los pagos. Fue así que en menos de un año logramos disminuir 
el costo siniestral en más de U$S 2:000.000. Obviamente, eso planteaba algo hacia el pasado. La preocupación que habían 
manifestado aquellos abogados tenía visos de certeza: hubo un mal manejo de dineros públicos, porque el Banco de Seguros es 
una empresa del Estado. 


Ahora bien, no solamente los abogados plantearon esa preocupación, sino que recibimos una denuncia concreta de una muy 
importante empresa asegurada, en la que se puso de manifiesto que se había hecho una transacción y pagado con cargo a su 


póliza un accidente de tránsito que ellos entendían no debía haberse pagado, porque no era de su responsabilidad. A su vez, la 
empresa planteaba que el monto por el cual se había pagado era exageradísimo y que no estaba de acuerdo. Concretamente, se 
trataba de una empresa de ómnibus que realiza un ajuste anual de premios, en el que influye la siniestralidad. Cabe aclarar que 
ellos se enteran de esta transacción cuando se hace el ajuste de premios, por lo que otra crítica que formularon fue que nunca 
habían sido advertidos de esa transacción ni hubo interés por saber si la empresa estaba de acuerdo o no. 


En función de ello se llevan a cabo una serie de acciones, se convoca a la Sala de Abogados, se piden informes de Asesoría y se 
entiende, por parte de la mayoría del cuerpo jurídico mayor del Banco -la Sala de Abogados del instituto- que la actuación de quien 
en aquel momento era el asesor encargado de las reclamaciones en automóviles había sido desajustada. 


Pues bien; teniendo en cuenta que el sindicato estaba enterado de ello, por cuanto forma parte de la Comisión de Disciplina en los 
trámites sumariales, se dispone una investigación administrativa. Inclusive ella se logró con mucho esfuerzo, porque el Directorio 
no la quería hacer pero, en definitiva, se determina que sí habían habido actos que ameritaban la instrucción de un sumario 
administrativo, que fuera realizado. En ese sumario administrativo se designa como instructor al que entonces era Director de la 
División Legal, es decir, el superior inmediato del funcionario imputado. Nosotros entendimos que esto, además de ser ilegal, ni 
siquiera era éticamente viable, en tanto el jerarca inmediato, quien podría ser objetivamente responsable por falta de contralor, iba 
a sumariar a su ex subalterno. Sin perjuicio de ello, el Directorio, a pesar de la oposición tanto de la División Legal como de la 
propia Comisión de Disciplina del Banco, decide mantener en el cargo de instructor a ese jerarca y el sumario, en nuestra opinión, 
se realiza con varias irregularidades. 


Este sumario tuvo una última instancia que realizó la Comisión de Calificaciones -asesora en el caso de los sumarios- la que 
entendió, por unanimidad, tanto de los delegados del Directorio como de los integrantes de la Comisión -que representan a todos 
los sectores del Banco, o sea, la administración, el Directorio y los funcionarios- que había que revisar ese sumario, porque se 
había apartado de la investigación, había habido ocultamiento de datos y existían temas que no se habían investigado. En 
resumen, reitero que por unanimidad, esa Comisión de Disciplina decide solicitar al Directorio ya sea la nulidad -como decían 
algunos, para que se iniciara nuevamente el sumario- o la revisión, teniendo en cuenta el Decreto 500, para que se ampliara la 
investigación. Sin embargo, el Directorio hace oídos sordos a ese planteo y resuelve el sumario administrativo con una censura 
para el asesor letrado. Según nuestro modesto entender, esa fue una manera de enterrar elegantemente el problema y liquidarlo 
allí. 


Nuestro Director de División Legal estimó que en ese sumario sólo se había tratado ese caso específico, pero que había otros 
expedientes que demostraban "prima facie" la responsabilidad del mismo asesor en el manejo inadecuado de las transacciones, 
por lo que solicitó una investigación respecto de ellos. Esa investigación no se realiza, en el entendido de que en el sumario ya se 
había investigado en su totalidad, como si ese expediente tuviera un efecto tal que englobara el resto de la gestión del asesor. Al 
mismo tiempo, tanto el Directo de División, como quien habla en su carácter de Jefe del Departamento Contencioso, hacemos un 
informe -que se nos pide por parte del Directorio- sobre la gestión de los últimos 18 meses, que abarcaba el período entre el 1% de 
enero de 1999 y el 30 de junio de 2000. Allí decimos que hubo manejos inadecuados en otros expedientes y pedimos una auditoría 
diciendo que el monto mínimo de perjuicio para el Banco de Seguros del Estado era de U$S 2:000.000. Ese pedido de auditoría se 
archiva; no se hace. Inclusive, dos Directores de aquel entonces piden una reconsideración para que se haga dicha auditoría, pero 
la mayoría del Directorio vuelve a decir que no. Es decir que se tapan hechos que "prima facie" eran dañinos para el Banco y que 
las jerarquías naturales del Departamento Contencioso pedían que se investigaran. No pretendíamos que se hiciera un acto de fe 
en lo que estábamos diciendo, ya que cuando se plantean hechos irregulares que pueden dañar al Erario Público, entendemos que 
deben investigarse. 


En el desarrollo de este tema quisimos llegar a la verdad, a la justicia, a la cristalinidad y a la transparencia, pero fuimos objeto de 
ataques y de acusaciones infundadas. Incluso se llevaron a cabo investigaciones administrativas que demostraron que no eran 
ciertas esas acusaciones, pero se creó un clima de enrarecimiento que culminó en un hecho donde, paradójicamente, se invierten 
los términos de la cuestión. Digo esto porque se nos hizo un sumario administrativo, con separación del cargo, por un hecho donde 
la jefatura y el Departamento Contencioso nada tienen que ver sino que, en nuestra modesta opinión, ello se debió a una represalia 
O persecución por haber denunciado hechos irregulares. No podemos atribuirlo a otra causa cuando el sumario se dispuso sin una 
investigación para saber dónde se originó el problema y, casualmente, es dispuesto contra la persona que lo solucionó, o sea, 
quien habla. El problema surgió por la no contestación de diversas demandas, pero esto sucedió porque tales demandas no 
llegaron nunca a nuestro departamento. Sin embargo, se nos instruyó un sumario por no haber dado trámite a expedientes que, 
reitero, nunca nos llegaron. En función de ello se estructuraron determinadas investigaciones administrativas paralelas a mi 
sumario administrativo, con separación del cargo. 


Hay algo que quiero dejar muy en claro -por ello decidí acudir a esta reunión a presentar el caso ya que lo conozco de memoria- y 
es que no buscamos soluciones a un caso puntual, sino que venimos a solicitar que se cumpla con la Constitución de la República. 
El expediente sumarial que me han hecho llevará su trámite y se demostrará verdaderamente que siempre he sido un hombre 
cristalino, que siempre ha actuado con honestidad; pero acudimos a este ámbito porque es el último recurso que tenemos, para 
decir a quienes nos representan, a los poderes públicos, que hemos cumplido con la Constitución. El artículo 177 del Código Penal 
exige, en el cumplimiento de nuestra tarea como funcionarios públicos, que si tenemos conocimiento de un hecho eventualmente 
delictivo debemos ponerlo en conocimiento de quien corresponda. Eso fue lo que hicimos y como contrapartida se nos separa del 
cargo, se nos establecen sumarios y se nos persigue. 


El caso concreto de lo que hoy estamos relatando tiene que ver con el doctor Ariel Apotheloz, pero se trata de un tema que 
creemos es general. En este momento, hay un clima de descreimiento dentro del Banco de Seguros del Estado respecto a la 
ecuanimidad de quienes lo dirigen, en cuanto a preservar aquellos valores de la función pública que todos necesitamos preservar, 
ya sea en un sector o en el lugar donde tengamos que cumplir la función. Lo único que estamos pidiendo es que los hechos que 
han sido denunciados sean verdaderamente investigados. 


Hay algo que estaba olvidando mencionar y es que, en su momento, nuestros informes y denuncias merecieron una actuación del 
ex Presidente de la Suprema Corte de Justicia, el doctor Marabotto, lo que no fue pedido por nosotros, ya que el propio Banco lo 
contrató. En el marco de su investigación él avaló lo que nosotros, junto al Director de la División, habíamos denunciado; entendió 
que había irregularidades, incluso aconsejó que se hicieran determinados sumarios y estimó que era pertinente que se hiciera una 
auditoría. Creo que todos podemos creer en la solvencia técnica del doctor Marabotto y, como dije, él entendió que este tema 


ameritaba una profunda investigación porque refería a hechos graves que causaban daño al Estado, no sólo en el plano 
económico, sino en el de su propia imagen; se trataba de hechos que habían sido denunciados y estaban probados. Esto tiene un 
proceso que llevó años, por lo que me voy a permitir dejar documentación que demuestra objetivamente lo que decimos. 


Para plantear un caso concreto, puedo decir que el "modus operandi" del asesor que cometió estos desvíos e irregularidades era 
elevar los montos según su conveniencia y sus caprichos, sin ningún tipo de fundamentación. Si el abogado subalterno decía que 
el caso había que transarlo en cien, sin explicación de ninguna causa y sin un fundamento que pudiera modificar esa opinión él 
ofrecía trescientos. No estamos hablando de U$S 100, sino de U$S 100.000 o U$S 300.000, es decir, de cientos de miles de 
dólares que se pagaron de más sin que existiera en el expediente, repito, una sola justificación para ello. Estamos hablando de 
unos cuantos expedientes que han surgido del trámite del trabajo diario de la División, de la denuncia concreta de algunos 
asegurados. Aclaro que este no es un problema de rencilla entre abogados, como se ha dicho por allí, sino que, concretamente, 
han sido denuncias de asegurados por hechos que se han descubierto en el seno de las investigaciones. 


El tema adquiere ribetes que para nosotros pueden ser insospechados, con un riesgo adicional. El Banco de Seguros del Estado 
tiene como política ir destruyendo los expedientes con cinco años de antigúedad, por el régimen de prescripción de nuestra 
responsabilidad, ya que después de los cuatro años no vale la pena mantener expedientes que no van a ser objeto de reclamación. 
Entonces, existe el riesgo de que cuanto más se demore la investigación de esto, las pruebas van a ir desapareciendo, porque la 
institución destruye los expedientes. Por ejemplo, los del año 1996 van a ser destruidos, y el período en que el asesor que cometió 
estas irregularidades estuvo al frente de la División Reclamaciones fue entre 1995 y 1997. Inclusive, hay expedientes que han 
desaparecido y cuanto más se demore este tipo de investigación peor va a ser para poder llegar a la verdad, en la medida en que 
los expedientes irán desapareciendo. 


Con esta presentación quisimos poner en conocimiento de los señores Senadores que hemos cumplido con nuestra función, 
realizamos un trabajo que puede ser revisado e, inclusive, pedimos que se nos audite si se entiende pertinente, y no tenemos 
ningún problema en que así sea. Asimismo, hemos cumplido con denunciar las irregularidades que descubrimos en el cumplimiento 
de la función y nos han atacado y perseguido por ello. Entonces, pedimos que alguien decida investigar todo esto para llegar a la 
verdad de lo que sucede, a los efectos de que se adopten los recaudos pertinentes. El clima que se está viviendo hoy en el Banco 
de Seguros del Estado ha provocado el descreimiento generalizado, en la medida en que hoy ningún funcionario sabe cuál es la 
vara que lo va a medir en su actuación, ya que entiende que hay gente "que tiene coronita" y otra, no. Esto no nos parece 
adecuado, inclusive, para la propia cristalinidad y bondad del servicio, que se supone todos debemos preservar. 


Si el señor Presidente está de acuerdo, entrego un memorando y una carpeta con todos los antecedentes que tenemos en este 
momento, sobre lo que hemos expuesto aquí. Quiero dejar constancia de que existe más material al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Según nos informaron, ustedes vinieron aquí a plantear dos problemas, de los cuales uno ya fue 
explicitado. 


SEÑOR PIO.- Vamos a tratar de ser sintéticos, porque el punto que voy a plantear ahora, en general, se conoce y por lo diezmada, 
naturalmente, que está la Comisión, por otras tareas que debían cumplir los señores Senadores, como ya nos habían anunciado. 


Con respecto al tema de accidentes de trabajo, quiero señalar que, en la actualidad, es la última cartera monopólica que tiene el 
Banco de Seguros del Estado, ya que las otras fueron desmonopolizadas hace siete años aproximadamente. Las que quedaban, 
que eran menos conocidas, pero que también existían con carácter monopólico, fueron incluidas el año pasado en la Ley de 
Presupuesto, dejando de serlo. 


Esta cartera monopólica es diferente de todas las demás, ya que persigue un fin social por excelencia, como es la atención de 
todos los trabajadores del país. Los señores Senadores saben que cualquier trabajador del Uruguay puede ser atendido por el 
Banco de Seguros del Estado, independientemente de que su patrono, empresa o empleador cumpla con la Ley N* 16.064, vigente 
en esta materia, porque si no cumple con ella, de todos modos el trabajador es atendido con todos los costos necesarios y luego el 
Banco reclama el resarcimiento económico por la vía judicial correspondiente. Cabe aclarar que en ningún caso se deja al 
trabajador librado a su suerte sino que, por el contrario, se le brinda asistencia en cualquier punto del país. En muchos casos, por 
razones de tecnología o infraestructura debe ser trasladado a Montevideo y tampoco se escatiman esfuerzos ya que, a veces por 
razones de urgencia, se lo traslada en diversos medios, que no son solamente terrestres. Siempre ponemos un ejemplo que 
conocemos, como puede ser la mordedura de una víbora en una estancia perdida en el medio del campo -caso que, aunque 
parezca mentira, no es tan insólito- en las cercanías de la cual no existe un antiofídico, por lo que hay que trasladar a la persona a 
Montevideo. 


Con respecto a estas situaciones, hoy existe un proyecto que está siendo elaborado por el propio Directorio del Banco de Seguros 
del Estado con la participación de asesores -entre ellos, del Ministerio de Economía y Finanzas- en el que se tiende, no solamente 
a desmonopolizar la cartera de accidentes de trabajo sino directamente, en nuestra opinión, a liquidar lo que es el seguro de 
accidentes, con lo cual los principales perjudicados van a ser los trabajadores de este país y, por ende, la sociedad en su conjunto. 


Se trata de un proyecto de ley que tiene elementos que, a nuestro juicio, no solamente no están claros sino que están enrabados 
de una manera poco adecuada para presentarse en cualquier proyecto de ley. Por ejemplo, la desmonopolización de accidentes se 
enraba con el seguro de responsabilidad civil, que es un proyecto que el sindicato bancario acompaña por las razones lógicas de la 
seguridad ciudadana en el tránsito. 


Todos sabemos -no quiero extenderme en este tema- lo que significan los accidentes de tránsito en nuestro país, donde se dan 
cifras abismales. Pero una cosa es la responsabilidad civil y la obligatoriedad -que ojalá en algún momento se transforme en ley y 
esto AEBU lo acompaña- y otra muy distinta es la desmonopolización de accidentes de trabajo con una modificación que 
actualmente tiene implícito este proyecto entregado por el Directorio del Banco de Seguros del Estado al sindicato bancario, donde 
también se agrega la modificación de la Carta Orgánica. Allí, entre otros elementos, a nivel de los trabajadores podemos pasar del 
actual Derecho Público que tenemos a un Derecho Privado, con lo que se darán situaciones muy similares a la de PLUNA. Allí 
tuvimos lo que fue PLUNA S.A., donde quedó un 51% de acciones a nivel privado y un 49% de acciones del Estado. 


En el Sanatorio del Banco de Seguros del Estado en la actualidad trabajan 430 funcionarios, dentro de la parte médica, técnicos en 
general, enfermería, etcétera, y, lógicamente, aquí nosotros tenemos otra gran preocupación en lo que tiene que ver con las fuentes 
de trabajo de estos compañeros. 


Por otra parte -si bien no es el tema del día de hoy- en el sindicato bancario tenemos cuatro o cinco conflictos con distintas 
empresas privadas, algunas de seguros y otras a nivel del propio sistema financiero -como en el caso de los bancos- en los que 
hemos tenido compañeros despedidos y cierres o transformaciones de las propias empresas. De ninguna manera quisiéramos 
acrecentar el número de la desocupación, ya que en la actualidad, en nuestro país, lamentablemente, las cifras son alarmantes, 
puesto que estaríamos llegando -según algunos datos- a un 20% de desocupación en el Uruguay. 


Creemos que, más allá de las fuentes de trabajo de los compañeros del Banco de Seguros del Estado, que conservarían su 
carácter aún vigente de bancarios oficiales, estos compañeros pasarían a desempeñar sus tareas en el Hospital Policial ya que 
éste, aparentemente, tendría determinada infraestructura, que según el Directorio de la institución, es la apropiada. Seguimos sin 
entender -no nos han dado argumentos sólidos- por qué hay que liquidar algo que está bien. Inclusive, el propio edificio del Banco 
de Seguros del Estado, que está cumpliendo 50 años, ubicado en Mercedes y Julio Herrera y Obes, en pleno Centro de la capital, 
evidentemente sigue funcionando bien, con algunos retoques y mejoras -como, obviamente, lo determina el tiempo- donde se han 
atendido miles y miles de trabajadores y donde actúa un equipo técnico de primera magnitud. Hay que recordar que tenemos 
profesores Grado 5 de Facultad de Medicina, por lo que el nivel es altísimo y, por supuesto, también está el personal de enfermería 
y otros técnicos que están perfectamente capacitados, justamente, en el tratamiento de accidentes de trabajo. 


Este Sanatorio del Banco, junto con todo el tema referente a accidentes de trabajo y el esquema que hoy, por suerte, impera en 
nuestro país ley mediante, es único en toda América del Sur. No existe otro lugar que tenga algo similar, con la garantía del Estado 
y, por supuesto, donde no importan los gastos que determina el tratamiento de cualquier trabajador, sino que lo fundamental es su 
reinserción a la vida productiva nacional y, por ende, a la vida cotidiana. Evidentemente, lo que se intenta es liquidar no solamente 
la parte vinculada a los accidentes de trabajo, sino al Banco de Seguros del Estado, que es la institución matriz en lo que hace a los 
seguros de este país. 


Pese a la desmonopolización que hubo hace siete años atrás, nuestro Banco tiene casi el 80% de los seguros a nivel nacional. 
Entonces, no nos imaginamos en absoluto que una empresa privada de seguros en este país pueda hacer una erogación de miles 
de dólares para edificar un nosocomio similar al que posee el Banco de Seguros, dotándolo del nivel técnico adecuado. 
Evidentemente, está por fuera de cualquier pensamiento que las empresas privadas tengan ese fin en este país o en otro país del 
mundo. 


En el caso del Uruguay está comprobado que las empresas privadas no han logrado "liquidar" al Banco de Seguros, aun trabajando 
a pérdida. A este respecto podemos mencionar un ejemplo concreto. Hace un año y medio una empresa privada de seguros dejó el 
mercado porque no pudo seguir soportando las pérdidas. Asimismo, hoy por hoy, se han fusionado dos empresas privadas de 
seguros. También está el caso Alico e I|TT Hardford, donde una fue comprada por la otra con los consiguientes despidos de cinco 
compañeros, porque el negocio no era redituable. Creemos que si no es lucrativo el negocio en un marco de competencia, menos 
aún lo va a ser si tienen que realizar una erogación para edificar un sanatorio específico y tener el personal idóneo para este tipo de 
tratamientos. 


Pensamos que aquí se plantea lisa y llanamente la destrucción del Banco de Seguros como empresa del Estado, sin importar que 
tenga una parte específica con un fin social de atención comprobada. En el Banco de Seguros se han efectuado operaciones que a 
veces demandan quince o dieciocho horas y donde los técnicos, sin importar el costo, han injertado brazos, manos o dedos. Se 
sabe muy bien que ni en el mutualismo privado ni en ninguna empresa de seguros -por más convenios que pueda hacer en la 
plaza- se puede tener la posibilidad de que un equipo técnico trabaje diez o quince horas en una operación de esta magnitud, 
porque económicamente no sería un buen negocio. Creo que más bien ocurriría que ese órgano fuera a parar a la basura, como se 
dice vulgarmente. 


Por otro lado, cuando un trabajador sufre un accidente, el Banco -ya sea en Montevideo o en el interior, cuando no es necesario su 
traslado- le paga una renta temporaria, es decir que tiene una entrada para su manutención y la de su familia. En el peor de los 
casos, cuando presenta algún tipo de incapacidad física, el Banco la tasa y el trabajador sigue cobrando una renta durante el resto 
de su vida laboral. Esto lo puede realizar el Banco porque es una empresa del Estado y de todos nosotros; jamás lo va a hacer una 
empresa privada. En suma, al momento de sufrir un accidente, el Banco no sólo trata de reinsertar a la persona a la vida 
productiva, sino que además durante su convalecencia -temporal o definitiva- lo sigue asistiendo, sin ningún tipo de inconveniente. 
Reitero que esto se hace porque se trata de un organismo del Estado. 


Como sabemos que algunos señores Senadores se han tenido que retirar porque tenían otras actividades y el tiempo es limitado, 
queremos terminar nuestro planteo pidiendo -al igual que lo hemos hecho en todo el país, en diferentes Juntas Departamentales y 
ante distintos representantes nacionales que hemos entrevistado, fundamentalmente en el interior y en la prensa- a la Comisión de 
Asuntos Laborales y Seguridad Social, si es que lo entiende conveniente, un pronunciamiento favorable, como lo han hecho 
distintas Juntas Departamentales del interior -a modo de ejemplo, la de Flores- al mantenimiento del monopolio de los seguros de 
accidentes de trabajo, porque hoy por hoy es lo que mejor le hace al país. Consideramos que no es necesario realizar ningún tipo 
de cambio, aunque naturalmente habrá que realizar las mejoras necesarias -y en esto estamos de acuerdo- sin que esto signifique 
su liquidación. 


Este es el planteo genérico que queríamos realizar a los integrantes de la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Simplemente quiero subrayar que AEBU no hace denuncias sin meditarlas y estudiarlas. Generalmente, 
todas las investigaciones se realizan en el seno del Banco, pero en este caso se cerraron las puertas y por esa razón queremos 
que intervengan otros Poderes. Solicitamos al compañero Apotheloz que viniera en carácter de asesor, porque conoce mejor la 
situación, pero este es un planteo que hace concretamente AEBU. 


Otro aspecto que deseo recalcar es que no estamos haciendo solamente un planteo de defensa de nuestra fuente de trabajo 
amenazada o de la empresa pública Banco de Seguros del Estado, sino también, una defensa de los derechos laborales actuales 
de los trabajadores de todo el país, planteamiento que fue aprobado por unanimidad en el VIl Congreso del PIT-CNT, reunido este 


año. Se trata de una de las pocas e importantes resoluciones que fueron aprobadas por unanimidad de presentes en ese 
Congreso, que en muchos aspectos pudo haber sido polémico. Queremos destacar esto porque se puede entender que todos los 
funcionarios públicos tienden a defender sus puestos de trabajo y sus empresas. Eso es cierto y se trata de dos temas estratégicos 
y de primer orden a nivel del sindicato. Sin embargo, como movimiento sindical, en primer lugar, tenemos la obligación de defender 
el derecho laboral de todos los trabajadores de tener la garantía de una cobertura frente a un accidente de trabajo. En países como 
la Argentina, donde se aplicaron mecanismos de desmonopolización, como los que se plantean hoy aquí, dos de tres trabajadores 
no tienen cobertura y solamente el 33% de la población económicamente activa está asegurada. 


En el aspecto legal debemos tener en cuenta los informes de los técnicos del Instituto de Legislación del Trabajo de la Facultad de 
Derecho, donde el doctor Barbagelata plantea claramente que la apertura de este tipo de seguros a compañías privadas va a 
implicar, necesariamente, una caída en la calidad de la atención de los trabajadores. 


SEÑORA ARISMENDI.- Normalmente no emitimos opiniones cuando hay invitados en las Comisiones, pero quiero dejar sentado lo 
siguiente. Nos parece muy conveniente que se plantee el tema del seguro de accidentes de trabajo para todos los trabajadores, 
pero también nos parece muy bien que éstos defiendan su trabajo. No nos llama la atención que un sindicato defienda también su 
fuente de trabajo. 


Con respecto a estos puntos, creo que sería necesario convocar al Directorio del Banco de Seguros del Estado, si los demás 
señores Senadores están de acuerdo, aunque supongo que la discusión del proyecto, si bien debería, no va a corresponder a esta 
Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En primer lugar, cabe aclarar que aún no existe un proyecto con respecto al último tema planteado. Al 
igual que la señora Senadora Arismendi, creo que la preocupación de defender el seguro pero también la fuente de trabajo, es 
legítima, independientemente de que los uruguayos a veces somos propensos a hablar de los demás y no de nosotros mismos. En 
concreto, aún no tenemos una iniciativa sobre este tema, independientemente de que no sabemos si va a ingresar a esta Comisión, 
a esta Cámara, si es que cuenta con el apoyo del Poder Ejecutivo y, en definitiva, si se aprueba tal como lo planteó el Directorio. 
Entonces, está bien que ustedes trasmitan su inquietud, pero la Comisión en sí seguramente no va a abrir opinión, más allá de que 
los partidos aquí representados y aquellos cuyos representantes tuvieron que retirarse, puedan tener una posición desde el plano 
político sobre la redacción del proyecto. 


En lo personal comparto que se invite a los integrantes del Directorio del Banco de Seguros del Estado, pero hay que tener en 
cuenta que ellos nos pueden responder que el proyecto no está terminado y que están haciendo las consultas con el Ministerio. Es 
decir: ellos están obligados a informar cuando entra el proyecto y no antes, de manera que no sé cuánto podemos avanzar 
institucionalmente. Lo que sí podemos hacer es enviarles el proyecto, una vez que ingrese al Parlamento, para que ustedes abran 
opinión. 


En cuanto al otro tema, me parece que es mucho más delicado y mucho más grave. Como ustedes comprenderán, ni la señora 
Senadora Arismendi ni quien habla, por delicadeza, hemos preguntado nombres, pero estoy de acuerdo en pedir al Directorio del 
Banco de Seguros del Estado que se haga presente en la próxima sesión, o tal vez en la siguiente, porque nosotros queremos que 
la Comisión discuta algunos aspectos legislativos que están pendientes. 


Ahora bien, parecería lógico que enviáramos la versión taquigráfica de las expresiones de nuestros invitados al Directorio del 
Banco de Seguros del Estado, para que no se nos pueda decir que no se cuenta con la información que solicitamos o que no 
concurrió el asesor correspondiente. Nosotros queremos que se respondan todas las preguntas, porque aquí hay una cuestión de 
dineros públicos y, como siempre digo, cuando las cosas se ponen por escrito no podemos mirar para arriba. Esto no significa que 
le estemos dando la razón a nadie, pero aquí se nos dice que hay una institución del Estado que perdió US$ 2:000.000, que en seis 
meses se bajó a la mitad el costo siniestral, que hay todo este telón de fondo, y que se termina en una sanción simbólica, tal como 
lo expresan nuestros invitados, al funcionario que hizo este sumario -llamémosle así- aparentemente plagado de errores; entonces, 
nosotros queremos escuchar la otra opinión. Con los dineros públicos hay que ser muy cuidadosos, por lo que parece lógico que 
las cosas se pongan en orden y después veremos qué hará la Comisión al respecto. 


De manera que, sobre el primer aspecto, veremos en qué se puede avanzar y qué opina el resto de la Comisión, porque esto tiene 
también un contenido político-filosófico. Y con respecto al otro tema vamos a enviar la versión taquigráfica de las manifestaciones 
de nuestros invitados al Banco de Seguros del Estado, solicitando que el Directorio comparezca ante esta Comisión en los 
próximos quince días para hablar sobre ese tema concreto. Insisto: no quisiera confundir un tema con el otro, porque sobre el 
primer aspecto nos pueden decir que no tienen opinión, y mientras no llegue el proyecto al Parlamento, institucionalmente no 
tenemos forma de obligarlos a que expresen opinión al respecto. 


Si no hay más observaciones, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 20 minutos) 


linea del nie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


